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INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO ÚNICO DE VICTIMAS / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / EXISTE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL / IMPROCEDENCIA. “[L]a UARIV no encontró viable efectuar la inscripción de la solicitante en el RUV por el de homicidio de su hijo, determinando que los hechos ocurrieron por causas diferentes a lo dispuesto en el artículo 3º  de la ley 1448 de 2011 (Fls. 8-14); es decir, la entidad demandada no halló que la accionante cumplía los requisitos para declararla víctima. Así las cosas, no le corresponde al juez constitucional si no se ha encontrado probado el derecho que como víctima dentro del conflicto armado le correspondería a la actora, pretermitir los pronunciamientos de la entidad administrativa accionada y los estudios que al respecto haya realizado, para que sin sustento material probatorio, acceder a las pretensiones de la accionante, quien tiene a su alcance para cuestionar la motivación de los actos administrativos expedidos por la UARIV, el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción contencioso administrativa, toda vez que no quedó demostrado que la señora Calle de Osorio sea un sujeto de especial protección, y que el mecanismo ordinario de defensa antes mencionado no resulta eficaz para la protección oportuna de los derechos invocados. Así las cosas, esta Sala debe reiterar que la acción de tutela no es el medio idóneo para controvertir los actos administrativos que ha expedido la UARIV (…)”.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veinticuatro (24) de abril de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.361
Hora: 11:10 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la señora Oneida María Calle de Osorio en  contra del fallo emitido el 13 de marzo de 2017 por el Juzgado 6º Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada en contra de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas UARIV, por presunta vulneración al derecho fundamental al mínimo vital, integridad personal y vida digna.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. Informó la señora Oneida María Calle de Osorio que vivía con su hijo Jhon Wilmer Osorio Calle, quien se dedicaba a la confección de pantalones en un taller ubicado en el sector de Cuba de Pereira, el cual asesinado el 14 de enero de 2000 en el barrio las Palmas de esta ciudad a raíz de amenazas recibidas por el frente 6 de las FARC.
Mencionó que los hechos anteriores fueron declarados ante la UARIV, pero esta entidad mediante la Resolución No.2013-191262 del 21 de mayo de 2013 le negó la inclusión en el registro Único de Victimas, decisión que fue apelada por la actora y confirmada por la entidad. 
Indicó que acude a la acción de tutela porque no encuentra una opción distinta teniendo en cuenta que es una mujer de 63 años de edad y su único soporte económico era el que le brindaba su hijo. 
Por lo anterior, solicitó que se tutelaran los derechos fundamentales a la vida, mínimo vital, integridad personal, vida digna e igualdad y en tal sentido, se ordenara a la UARIV que revocara la Resolución Nº 2013-191262 del 21 de mayo de 2013 y en consecuencia de ello, ordenara reconocer el hecho victimizante de homicidio de su hijo Jhon Wilmer Osorio Calle en el marco del conflicto armado así como su inscripción en el Registro Único de Víctimas (RUV).
2.3. Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela, visibles a folio 4 al 24.
3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA
3.1. UARIV

Consideró que esa entidad no ha vulnerado derechos fundamentales a la accionante, toda vez que su solicitud fue resuelta a través de la comunicación Nº 20177206047531 del 7 de marzo de 2017, mediante la cual le informaron que la inscripción en el RUV por el hecho victimizante del homicidio de su hijo Jhon Wilmer Osorio Calle, había sido negada en la Resolución 2013-191262 del 21 de mayo de 2013, siendo confirmada por la Resolución No.10329 del 4 de abril de 2016.  Por tal razón, solicitó que se negaran las pretensiones de la actora (Fls. 29-31).
Adjuntó los documentos que sustentan sus dichos (Fls. 32-45)
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 13 de marzo de 2017 el Juzgado 6º Penal del Circuito con Funciones de conocimiento de Pereira, resolvió no tutelar los derechos fundamentales invocados por la señora Oneida María Calle de Osorio, por considerar que la acción de tutela no procede como mecanismo principal contra actos expedidos por entidades administrativas, máxime cuando la accionante no demostró estar frente a un perjuicio irremediable (Fls. 46-48).
La señora Oneida María Calle de Osorio fue notificada del fallo anterior el 15 de marzo de 2017 (Fl. 52). 
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 21 de marzo de 2017, la  señora Oneida María Calle de Osorio, indicó que el Registro Único de Víctimas es el camino para garantizar los derechos de quienes han sido golpeados por la violencia, como lo es su caso.

Indicó que según la jurisprudencia de la Corte Constitucional, se ha declarado procedente este mecanismo como un preferente para la población víctima del conflicto armado interno, sin que se requiera agotar la etapa administrativa para entrar a decidir por vía judicial el derecho a estar inscrito en el RUV.

Insistió que el homicidio de su hijo se enmarca dentro de los requisitos del conflicto armado interno de la Ley 1448 de 2011; razón por la cual, solicitó se le tutelaran los derechos a acceder al Registro Único de Victimas, la vida digna, mínimo vital, igualdad y a la integridad personal. (Fls. 53-55).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. PROBLEMA JURÍDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO 
Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocar el numeral primero de la providencia, tal como lo solicitó el accionante. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable.  Teniendo en cuenta la excepcionalidad de la acción es necesario estudiar si existe otro medio idóneo para resolver la solicitud que se presentó en la acción de tutela o si existe un perjuicio irremediable dándole a la acción de tutela un poder transitorio gracias al principio de subsidiaridad para la protección preventiva del derecho vulnerado, como lo explica la sentencia T- 753 de 2006: “Frente a la necesidad de preservar el principio de subsidiaridad de la acción de tutela, se ha sostenido que aquella es improcedente si quien ha tenido a su disposición las vías judiciales ordinarias de defensa, no las utiliza ni oportuna ni adecuadamente, acudiendo en su lugar a la acción constitucional”.
6.6. En el caso sub examine, acudió la señora Oneida María Calle de Osorio al juez constitucional con el fin de que se ordenara a la UARIV que revocara  la Resolución Nº 2013-191262 del 21 de mayo de 2013, mediante la cual se le negó el ingreso en el Registro Único de Víctimas por la muerte de su hijo Jhon Wilmer Osorio Calle, la cual insiste la accionante ocurrió como consecuencia del conflicto armado interno, ya que tal muerte se dio por las amenazas recibidas de parte del frente 6 de las FARC.

6.7.  Para efecto de resolver los problemas jurídicos que plantea la accionante,  es relevante recordar que con respecto a las personas que se consideran víctimas, el artículo 3º de la Ley 1448 de 2011 señala lo siguiente:

“Artículo 3°. Víctimas. Se consideran víctimas, para los efectos de esta ley, aquellas personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1º de enero de 1985, como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno. (…)

Parágrafo 3°. Para los efectos de la definición contenida en el presente artículo, no serán considerados como víctimas quienes hayan sufrido un daño en sus derechos como consecuencia de actos de delincuencia común.”
Por su parte, para realizar el ingreso al Registro Único de Víctimas, de acuerdo a quien se reconozca como víctima a quienes se identifiquen en lo dictado en el artículo 3 de la ley 1448 de 2011, la Corte Constitucional en la Sentencia C-253A de 2012, dijo siguiente:

“Como se ha dicho, el propósito de la Ley 1448 de 2011 y en particular de lo dispuesto en su artículo 3º, no es el de definir o modificar el concepto de víctima, en la medida en la que esa condición responde a una realidad objetiva, cuyos contornos han sido delineados de manera general en la ley, en instrumentos internacionales y en la jurisprudencia constitucional. 

Lo que se hace en la ley es identificar, dentro del universo de las víctimas, entendidas éstas, en el contexto de la ley, como toda persona que haya sufrido menoscabo en su integridad o en sus bienes como resultado de una conducta antijurídica, a aquellas que serán destinatarias de las medidas especiales de protección que se adoptan en ella. Para eso la ley acude a una especie de definición operativa, a través de la expresión ‘[s]e consideran víctimas, para los efectos de esta ley (…)’, giro que implica que se reconoce la existencia de víctimas distintas de aquellas que se consideran tales para los efectos de esta ley en particular, o, en sentido inverso, que, a partir del conjunto total de las víctimas, se identifican algunas que serán las destinatarias de las medidas especiales contenidas en la ley.” 
Así mismo, la Corte Constitucional en la Sentencia T-290 de 2016, señaló que  “existen elementos objetivos que permiten encuadrar ciertas conductas dentro del conflicto, y hay extremos en los que, por el contrario, también resulta claro que se está frente a actos de delincuencia común no cubiertos por las previsiones de la ley. En el medio existen zonas grises,  que no es posible predeterminar de antemano, pero en relación con las cuales si es posible señalar que no cabe una exclusión a priori, con base en una calificación meramente formal, y que en el análisis de cada caso debe procederse, a tono con el objetivo mismo de la ley, con un criterio que tienda a proteger a las víctimas. Esto es, probada la existencia de una afectación grave de derechos humanos o de una infracción de las normas del derecho humanitario, en caso de duda sobre la inserción de la conducta lesiva en el marco del conflicto, debe darse prevalencia a la interpretación en favor de la víctima. 
(…) “los daños originados en las violaciones al Derecho Internacional Humanitario y al Derecho Internacional de los Derechos Humanos cometidas por actores armados con estructura militar o dominio territorial, como consecuencia de acciones que guarden una relación cercana y suficiente con el desarrollo del conflicto armado, podrán ser invocados por sus víctimas, en los términos de la Ley 1448 de 2011, para los fines en ella previstos…”  (Subrayas nuestras)
 
6.8.  Significa lo anterior, que pueden existir diversos tipos de víctimas y que   precisamente la UARIV mediante la Resolución Nº 2013-191262 el 21 de mayo de 2013 analizó tales condiciones para negar a la señora Calle de Osorio la inclusión en el Registro Único de Víctimas (Fls.5-7), decisión en contra la cual la accionante tuvo la posibilidad de instaurar los recursos legales, siendo confirmada por la Resolución No.10329 del 4 de abril de 2016  en la que la UARIV no encontró viable efectuar la inscripción de la solicitante en el RUV por el de homicidio de su hijo, determinando que los hechos ocurrieron por causas diferentes a lo dispuesto en el artículo 3º  de la ley 1448 de 2011 (Fls. 8-14); es decir, la entidad demandada no halló que la accionante cumplía los requisitos para declararla víctima.  

6.9. Así las cosas, no le corresponde al juez constitucional si no se ha encontrado probado el derecho que como víctima dentro del conflicto armado le correspondería a la actora, pretermitir los pronunciamientos de la entidad administrativa accionada y los estudios que al respecto haya realizado, para que sin sustento material probatorio, acceder a las pretensiones de la accionante, quien tiene a su alcance para cuestionar la motivación de los actos administrativos expedidos por la UARIV, el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción contencioso administrativa, toda vez que no quedó demostrado que la señora Calle de Osorio sea un sujeto de especial protección, y que el mecanismo ordinario de defensa antes mencionado no resulta eficaz para la protección oportuna de los derechos invocados. 

6.10.  Así las cosas, esta Sala debe reiterar que la acción de tutela no es el medio idóneo para controvertir los actos administrativos que ha expedido la UARIV, pues en desarrollo de esta disposición constitucional el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 consagra que la acción de tutela no procederá “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante. (…)” En tal sentido, el amparo invocado tampoco procede como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, puesto que  ningún elemento de juicio se aportó o ninguna prueba se acreditó a demostrar su existencia o la necesidad inminente por la dependencia de su hijo, quien falleció hace más de 15 años.
Por lo discurrido, este Tribunal confirmará el fallo estudiado.

DECISIÓN 
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 13 de marzo de 2017 por el Juzgado 6º Penal del Circuito con funciones de conocimiento de Pereira, Risaralda, dentro de la acción de tutela interpuesta por la señora Oneida María Calle De Osorio en contra de LA UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS (UARIV).
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
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